
33984 Sábado 9 agosto 2008 BOE núm. 192

I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DEL INTERIOR
 13638 ORDEN INT/2373/2008, de 31 de julio, por la 

que se modifican el anexo VII del Reglamento 
General de Conductores, aprobado por el Real 
Decreto 772/1997, de 30 de mayo, y la Orden de 
4 de diciembre de 2000, por la que se desarro-
lla el Capítulo III del Título II del citado Regla-
mento.

Recientemente, a través del Real Decreto 64/2008, 
de 25 de enero, se han modificado una serie de artículos 
del Reglamento General de Conductores, aprobado por 
Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, al objeto de refor-
zar los requisitos exigidos para obtener tanto la licencia 
de conducción de ciclomotores, como el permiso de con-
ducción de motocicletas, ya sea el de la clase A1 o el de la 
clase A, mejorando así la preparación de los conductores 
para lograr una conducción más segura y dar una solu-
ción al alarmante aumento de la siniestralidad de las 
motocicletas que se viene produciendo en los últimos 
tiempos, a lo que ha contribuido especialmente la falta de 
experiencia en la conducción de estos vehículos.

En concreto, se ha pasado a exigir como obligatoria la 
superación de una prueba de control de aptitudes y com-
portamientos en circuito cerrado para obtener la licencia 
de conducción de ciclomotores. Además, por una parte, 
se exige la superación de una prueba de control de aptitu-
des y comportamientos en circulación en vías abiertas al 
tráfico general para obtener el permiso de conducción de 
la clase A1, al haberse suprimido la exención en la realiza-
ción de dicha prueba que, con carácter general, venía 
aplicándose a todos los aspirantes a la obtención de esa 
clase de permiso y, por otra parte, se suprimen las exen-
ciones vigentes en la realización de esa prueba para obte-
ner el permiso de conducción de la clase A.

Al ser obligatoria la realización de pruebas que hasta 
ahora no se exigían para obtener la licencia de conducción 
de ciclomotores o de motocicletas, se modifica puntual-
mente el apartado B) del anexo VII, del Reglamento Gene-
ral de Conductores, aprobado por Real Decreto 772/1997, 
de 30 de mayo, respecto a ciertas características relativas a 
las ruedas de las motocicletas a utilizar en las pruebas de 
control de aptitudes y comportamientos para obtener el 
permiso de las clases A1 y A, al objeto de garantizar la apti-
tud para la realización de dichas pruebas.

Asimismo, se modifica la Orden de 4 de diciembre 
de 2000, por la que se desarrolla el capítulo III del título II del 
citado Reglamento General de Conductores, a efectos de 
adaptar su contenido a estas novedades.

La Orden ha sido informada por el Consejo Superior de 
Tráfico y Seguridad de la Circulación Vial, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 5.2.e) del Real Decreto 317/2003, 

de 14 de marzo, por el que se regula su organización y fun-
cionamiento.

En su virtud, en uso de la autorización otorgada por 
las disposiciones finales primera y segunda del Regla-
mento General de Conductores, con la aprobación previa 
de la Ministra de Administraciones Públicas, dispongo:

Primero. Modificación del anexo VII del Reglamento 
General de Conductores, aprobado por el Real Decreto 
772/1997, de 30 de mayo.–Los puntos 1, 2 y 13 del apar-
tado B) «Requisitos específicos» del anexo VII del Regla-
mento General de Conductores, aprobado por el Real 
Decreto 772/1997, de 30 de mayo, quedan redactados del 
siguiente modo:

«1. Para el permiso de la clase A1, motocicletas de 
dos ruedas simples sin sidecar, de cilindrada no inferior 
a 75 centímetros cúbicos ni superior a 125 centímetros 
cúbicos, potencia máxima de 11 kilowatios y relación 
potencia/peso no superior a 0,11 kilowatios/kilogramo. 
Como excepción a lo dispuesto en el párrafo 4 del apar-
tado A) de este anexo, se podrán utilizar motocicletas con 
cambio automático.

2. Para el permiso de la clase A, motocicletas de dos 
ruedas simples de, al menos, 16 pulgadas, sin sidecar, de 
cilindrada no inferior a 220 centímetros cúbicos, potencia 
máxima de 25 kilowatios y relación potencia/peso no 
superior a 0,16 kilowatios/kilogramo.»

«13. Para la licencia de conducción que autoriza a 
conducir ciclomotores a que se refiere el artículo 11.a) de 
este Reglamento, se utilizará un ciclomotor de dos ruedas 
o un cuatriciclo ligero con carrocería cerrada adaptados, 
en su caso, a la deficiencia de la persona que haya de 
conducirlo.»

Segundo. Modificación de la Orden de 4 de diciem-
bre de 2000, por la que se desarrolla el capítulo III del 
título II del Reglamento General de Conductores, apro-
bado por Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo.–La Orden 
de 4 de diciembre de 2000, por la que se desarrolla el 
capítulo III del título II del Reglamento General de Conduc-
tores, aprobado por Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, 
queda modificada como sigue:

Uno. El apartado sexto queda redactado del siguiente 
modo:

«Sexto. Prueba de control de aptitudes y comporta-
mientos en circuito cerrado.–Todo solicitante de permiso 
de conducción, cualquiera que sea su clase, de la autori-
zación a que se refiere el artículo 7.3 del Reglamento 
General de Conductores, de licencia para conducir ciclo-
motores, vehículos especiales agrícolas autopropulsados 
o vehículos para personas de movilidad reducida (coches 
de minusválido), incluida la licencia de conducción 
extraordinaria sujeta a condiciones restrictivas, deberá 
realizar la prueba de control de aptitudes y comporta-
mientos en circuito cerrado que se indica en el Anejo V de 
la presente Orden.»
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Dos. El punto 6 del apartado séptimo queda redac-
tado del siguiente modo:

«6. Los solicitantes del permiso de las clases A1 y A 
realizarán la prueba de control de aptitudes y comporta-
mientos en circulación en vías abiertas al tráfico general 
conduciendo, sin acompañante, una motocicleta de las 
características establecidas en los puntos 1 y 2, del apar-
tado B), del anexo VII del Reglamento General de Conduc-
tores.

El examinador dirigirá la prueba y dará las instruccio-
nes precisas al aspirante por medio de un intercomunica-
dor (transmisor-receptor) homologado, cuyo uso esté 
autorizado por la Jefatura Provincial de Tráfico, que per-
mita una eficaz comunicación oral entre ambos, desde un 
automóvil de turismo o un vehículo mixto de los utiliza-
dos para obtener permiso de las clase B o B+E, adscritos 
a la escuela en la que el interesado haya realizado el 
aprendizaje. Dicho vehículo, que circulará próximo a la 
motocicleta, irá conducido por el profesor autorizado que, 
durante el aprendizaje, haya impartido al alumno la ense-
ñanza práctica en vías abiertas al tráfico general. La parte 
del sistema del intercomunicador destinado al uso del 
examinador deberá estar constituido por un micrófono y 
un altavoz manos libres o soportado manualmente.

Al aspirante que padezca hipoacusia que le impida 
recibir las instrucciones a través de intercomunicador, le 
será facilitado un croquis en el que se represente gráfica-
mente el itinerario a realizar durante la prueba.»

Tres. El apartado duodécimo queda redactado del 
siguiente modo:

«Duodécimo. Período de vigencia de las pruebas 
superadas.–La declaración de aptitud en una prueba ten-
drá un plazo de vigencia de dos años, contado desde el 
día siguiente a aquél en que el aspirante fue declarado 
apto en la misma.

Cuando el aspirante, dentro del plazo señalado en el 
párrafo anterior, supere la prueba siguiente, el plazo de 
vigencia comenzará a contarse de nuevo.»

Cuatro. Se suprimen los puntos 5, 5.1, 5.2, 5.3, 7.1 
y 7.2 del apartado decimotercero, y los puntos 7 y 8 de 
dicho apartado quedan redactados del siguiente modo:

«7. Estarán exentos de realizar la prueba de control 
de aptitudes y comportamientos en circulación en vías 
abiertas al tráfico general los aspirantes que soliciten la 
autorización a que se refiere el artículo 7.3 del Reglamento 
General de Conductores y sean titulares de un permiso de 
conducción en vigor de la clase B con más de un año de 
antigüedad.»

«8. Una vez superada la prueba de control de aptitu-
des y comportamientos en circuito cerrado, a los aspiran-
tes al permiso de conducción de las clases A1 y A se les 
otorgará por la Jefatura Provincial de Tráfico una autoriza-
ción administrativa (licencia) que le faculte para comple-
tar su formación práctica y realizar el aprendizaje en vías 
abiertas al tráfico general conduciendo una motocicleta, 
bajo la dirección y control inmediatos de un profesor en 
posesión de la correspondiente autorización de ejercicio y 
del permiso de conducción en vigor de la clase A con, al 
menos, un año de antigüedad. En dicha autorización 
constarán, al menos, los datos de la escuela, el aspirante, 
el profesor y la matrícula de la motocicleta a utilizar, así 
como las fechas de expedición y vigencia.»

Cinco. El punto 3 del apartado decimocuarto queda 
redactado del siguiente modo:

«3. La duración de la prueba de control de aptitudes 
y comportamientos en circulación en vías abiertas al trá-
fico general y la distancia a recorrer en su realización, 
deberán ser suficientes para la evaluación de los conoci-

mientos, aptitudes, habilidades y comportamientos que 
se recogen en el anejo VI de la presente Orden.

El tiempo mínimo de conducción y circulación, incluido 
en su caso el dedicado a las maniobras, no será inferior a 
veinticinco minutos para el permiso de las clases A1, A, B 
y B + E, así como para la autorización a que se refiere el 
artículo 7.3 del Reglamento General de Conductores y a 
cuarenta y cinco minutos para el permiso de las clases C1, 
C1 + E, C, C + E, D1, D1 + E, D y D + E, salvo que antes pro-
ceda la interrupción o suspensión inmediata de la prueba 
conforme dispone el apartado decimoquinto de la pre-
sente Orden.»

Seis. El punto 4 del anejo V queda redactado del 
siguiente modo:

«4. Para obtener licencias de conducción.

4.1 Para obtener licencia que autoriza a conducir 
vehículos especiales agrícolas autopropulsados.–Los soli-
citantes de licencia que autoriza a conducir vehículos 
especiales agrícolas autopropulsados a que se refiere el 
artículo 11.c) del Reglamento General de Conductores rea-
lizarán las maniobras I), L), M), N) y Ñ) descritas en los 
apartados 2 y 3 del presente anejo.

4.2 Para obtener licencia que autoriza a conducir 
ciclomotores.–Los solicitantes de licencia de conducción 
de ciclomotores a que se refiere el artículo 11.1.a) del 
Reglamento General de Conductores, realizarán las 
maniobras A) y C) de las establecidas en el apartado 1 del 
presente Anejo, utilizando para ello un ciclomotor de dos 
ruedas. Podrán utilizar igualmente un cuatriciclo ligero, 
en cuyo caso realizarán las maniobras I) y L) de las esta-
blecidas en el apartado 2 del presente anejo.

4.3 Para obtener licencia que autoriza a conducir 
vehículos para personas de movilidad reducida (coches 
de minusválido).–Los solicitantes de licencia de conduc-
ción para vehículos para personas de movilidad reducida 
(coches de minusválido) realizarán, con uno de estos 
vehículos, las maniobras establecidas para los cuatrici-
clos ligeros en el apartado anterior.»

Siete. El punto 2 del anejo VI queda redactado del 
siguiente modo:

«2. Para obtener permiso de conducción de las cla-
ses A1 y A.

Todo aspirante al permiso de las clases A1 y A, ade-
más de las operaciones anteriores, deberá efectuar obli-
gatoriamente las siguientes:

2.1 Antes de iniciar la prueba. En presencia del exa-
minador cada aspirante deberá demostrar que sabe y es 
capaz de: Colocarse y ajustarse correctamente el casco y 
verificar los demás equipos de seguridad y protección 
propios de la motocicleta. Quitar el soporte del vehículo. 
Poner en marcha el motor y prepararse para incorporarse 
a la circulación.

2.2 Durante el desarrollo de la prueba, el examina-
dor deberá valorar específicamente:

La inclinación para girar.
Los giros en U.
La conservación del equilibrio a diferentes velocida-

des, incluida la marcha lenta, y en diversas situaciones de 
conducción y circulación.

2.3 Una vez finalizada la prueba. El conductor deberá 
dejar la motocicleta correctamente estacionada, con el 
motor parado y apoyada sobre su soporte.»

Ocho. En el anejo VIII, se modifica la indicación de 
las maniobras A), B), C), D), E) y F) para los permisos de 
las clases A1 y A con motos de rueda pequeña, mante-
niéndose igual la presentación gráfica; la indicación de las 
maniobras A), B), C), D), E) y F) para los permisos de las 
clases A1 y A con motos de rueda grande, manteniéndose 
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igual la presentación gráfica; y en la maniobra L), «Cam-
bio de sentido de la marcha», la indicación que figura en 
el lateral izquierdo de la presentación gráfica correspon-
diente al radio de giro del vehículo, del siguiente modo:

«MANIOBRAS A), B), C), D), E) y F)

Permiso clase A1
Motos de rueda pequeña
(hasta 15 pulgadas)»

«MANIOBRAS A), B), C), D), E) y F)

Permiso clases A1 y A
Motos de rueda grande
(a partir de 16 pulgadas)»

«MANIOBRA L)

L. CAMBIO DE SENTIDO DE LA MARCHA
65% o de giro de un turismo de tipo medio o de un 

cuatriciclo ligero de tipo medio»

Disposición transitoria única. Motocicletas que se utili-
zan en las pruebas de control de aptitudes y compor-
tamientos para el permiso de las clases A1 y A.

Las motocicletas que hasta la fecha de publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado» de la presente Orden, se 
estén utilizando en las pruebas de control de aptitudes y 
comportamientos para la obtención del permiso de con-
ducción de las clases A1 y A, podrán seguir utilizándose 
en dichas pruebas durante los tres años siguientes a la 
entrada en vigor de la presente Orden, aunque no cum-
plan los requisitos exigidos en ésta.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en la presente 
Orden.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día 1 de sep-
tiembre de 2008.

Madrid, 31 de julio de 2008.–El Ministro del Interior, 
Alfredo Pérez Rubalcaba. 

COMUNITAT VALENCIANA
 13639 LEY 9/2008, de 3 de julio, de modificación de la 

Ley 8/1998, de 9 de diciembre, de Fundaciones 
de la Comunitat Valenciana.

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que 
Les Corts han aprobado y yo, de acuerdo con lo estable-
cido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en 
nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

PREÁMBULO

El artículo 53.1 de la Constitución reserva a la Ley la 
regulación del ejercicio de los derechos y libertades, 
entre los que se encuentra el de fundación, recogido en 
el artículo 34 del texto constitucional. En desarrollo del 
mismo, y en virtud de los títulos competenciales deriva-
dos del artículo 149.1.1.ª, 6.ª y 8.ª de la Constitución, el 
Estado dictó la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fun-

daciones e Incentivos Fiscales a la Participación Privada 
en Actividades de Interés General.

Por su parte, la Generalitat tiene conferida, por el Esta-
tut d’Autonomia, la competencia exclusiva en materia de 
fundaciones de carácter docente, cultural, artístico, bené-
fico-asistencial y similares que desarrollen principalmente 
sus funciones en el ámbito de la misma.

Haciendo uso de dicha competencia, la Generalitat 
reguló la materia mediante la Ley 8/1998, de 9 de diciem-
bre, de Fundaciones de la Comunitat Valenciana, ajustán-
dose a los principios y criterios de la, entonces vigente y ya 
referida, Ley 30/94. La entrada en vigor de la Ley 8/1998 se 
produjo en el año 1999, habiendo sido objeto, desde enton-
ces, de dos expresas afectaciones, exclusivamente. Esta 
Ley, construida a partir de los preceptos de la Ley 30/1994, 
así como de su normativa de desarrollo, tiene por objeto 
establecer un marco jurídico estable en el que las fundacio-
nes a las que corresponde quedar sujetas a la regulación 
de la Generalitat puedan desenvolverse con la mayor segu-
ridad jurídica. Pero, como tal Ley autonómica señalaba en 
su preámbulo, la repetidamente citada Ley 30/1994, según 
la disposición final primera de ésta, resultaba de aplicación 
básica en determinados artículos, los cuales, por lo tanto, 
resultaban del todo punto indisponibles para el legislador 
autonómico. Por ello, la Ley autonómica 8/98 contiene 
varios artículos que remiten directamente a aquella Ley o, 
más directamente, que han recogido de forma literal pre-
ceptos de la misma.

Pero la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundacio-
nes e Incentivos Fiscales a la Participación Privada en 
Actividades de Interés General, fue derogada por las 
Leyes 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos, y 50/2002, de 26 de 
diciembre, de Fundaciones, también ambas estatales, que 
han introducido significativas variaciones en el régimen 
jurídico y fiscal de las fundaciones y originado el desfase 
de las prescripciones de la Ley autonómica valenciana 
sobre diversos aspectos de su regulación.

Además, la entrada en vigor de la Ley 50/2002, con la 
derogación de la Ley 30/1994, ha generado frecuentes 
dudas e incluso confusiones en quienes no tienen por qué 
ser expertos en técnica jurídica o profundos conocedores 
de la legislación sobre la materia, puesto que la vigencia 
de aquella entraña una derogación no expresa de los pre-
ceptos de la regulación autonómica que han entrado en 
contradicción con la regulación de los nuevos preceptos 
cuya aplicación resulte preferente a la del Derecho auto-
nómico por resultar de aplicación directa el contenido de 
la norma estatal; y se da también la circunstancia de que 
otros de sus dictados pueden considerarse desfasados, 
pero no derogados, porque las nuevas Leyes han apor-
tado innovaciones que se considera conveniente incorpo-
rar. En consecuencia, tanto razones de seguridad jurídica 
como de eficacia en el funcionamiento del Protectorado y 
del Registro de Fundaciones de la Comunitat Valenciana, 
hacen necesaria la modificación de determinados precep-
tos de la citada Ley 8/1998.

Las modificaciones que aprueba la presente Ley, que 
tiene en cuenta la reciente aprobación de la reforma del 
Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana, mediante 
la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril, y de la Ley 10/2005, 
de 9 de diciembre, de Asistencia Jurídica a la Generalitat, 
así como del Decreto 183/2006, de 15 de diciembre, del 
Consell, no persiguen una profunda reordenación del 
régimen jurídico fundacional valenciano, sino que tienen 
por objeto, de forma primordial, iniciar el proceso para la 
acomodación del marco normativo valenciano en materia 
de fundaciones, constituido, fundamentalmente, por la ya 
dicha Ley 8/1998 y por el Decreto 139/2001, de 5 de sep-
tiembre, del Consell, que efectúa el desarrollo reglamen-
tario de la misma, a la nueva regulación derivada de las 
citadas leyes 49/2002 y 50/2002.


